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La responsabilidad de los revisores fiscales y la de los contadores públicos que firman 

declaraciones tributarias se rige, en primer lugar, por el Estatuto Tributario, que es una ley de 

orden nacional o por los acuerdos de las asambleas o de los concejos, en su orden 

departamentales o municipales, que regulan impuestos de estos órdenes territoriales. La 

exigencia de la firma está siempre consagrada expresamente en las normas. En el plano nacional, 

según el Estatuto Tributario, esas firmas significan: “Artículo 581. EFECTOS DE LA FIRMA 

DEL CONTADOR. Sin perjuicio de la facultad de fiscalización e investigación que tiene la 

Administración de Impuestos para asegurar el cumplimiento de las obligaciones por parte de los 

contribuyentes, responsables o agentes retenedores, y de la obligación de mantenerse a 

disposición de la Administración de Impuestos los documentos, informaciones y pruebas 

necesarios para verificar la veracidad de los datos declarados, así como el cumplimiento de las 

obligaciones que sobre contabilidad exigen las normas vigentes, la firma del contador público o 

revisor fiscal en las declaraciones tributarias, certifica los siguientes hechos: 1. Que los libros 

de contabilidad se encuentran llevados en debida forma, de acuerdo con los principios de 

contabilidad generalmente aceptados y con las normas vigentes sobre la materia. 2. Que los 

libros de contabilidad reflejan razonablemente la situación financiera de la empresa. 3. Que las 

operaciones registradas en los libros se sometieron a las retenciones que establecen las normas 

vigentes, en el caso de la declaración de retenciones.” La infracción de los deberes tributarios 

por los contadores se rige principalmente por los artículos de dicho estatuto que se transcriben a 

continuación: “Artículo 659.SANCION POR VIOLAR LAS NORMAS QUE RIGEN LA 

PROFESIÓN. Los contadores públicos, auditores o revisores fiscales que lleven o aconsejen 

llevar contabilidades, elaboren estados financieros o expidan certificaciones que no reflejen la 

realidad económica de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados, que 

no coincidan con los asientos registrados en los libros, o emitan dictámenes u opiniones sin 

sujeción a las normas de Auditoría generalmente aceptadas, que sirvan de base para la 

elaboración de declaraciones tributarias, o para soportar actuaciones ante la Administración 

Tributaria, incurrirán en los términos de la Ley 43 de 1990, en las sanciones de multa, 

suspensión o cancelación de su inscripción profesional de acuerdo con la gravedad de la falta. 

―En iguales sanciones incurrirán si no suministran a la Administración Tributaria 

oportunamente las informaciones o pruebas que les sean solicitadas. ―Las sanciones previstas 

en este artículo, serán impuestas por la Junta Central de Contadores. El Director de Impuestos 

Nacionales o su delegado - quien deberá ser Contador Público -hará parte de la misma en 

adición a los actuales miembros. ―Artículo 659-1. SANCION A SOCIEDADES DE 

CONTADORES PUBLICOS. Las sociedades de contadores públicos que ordenen o toleren que 

los Contadores Públicos a su servicio incurran en los hechos descritos en el artículo anterior, 

serán sancionadas por la Junta Central de Contadores con multas hasta de 590 UVT. La cuantía 

de la sanción será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la falta cometida por el 
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personal a su servicio y el patrimonio de la respectiva sociedad. ―Se presume que las 

sociedades de Contadores Públicos han ordenado o tolerado tales hechos, cuando no 

demuestren que, de acuerdo con las normas de auditoría generalmente aceptadas, ejercen un 

control de calidad del trabajo de auditoría o cuando en tres o más ocasiones la sanción del 

artículo anterior ha recaído en personas que pertenezcan a la sociedad como auditores, 

contadores o revisores fiscales. En este evento procederá la sanción prevista en el artículo 

anterior. ―Artículo 660. SUSPENSIÓN DE LA FACULTAD DE FIRMAR DECLARACIONES 

TRIBUTARIAS Y CERTIFICAR PRUEBAS CON DESTINO A LA ADMINISTRACIÓN. Cuando 

en la providencia que agote la vía gubernativa, se determine un mayor valor a pagar por 

impuesto o un menor saldo a favor, en una cuantía superior a 590 UVT, originado en la 

inexactitud de datos contables consignados en la declaración tributaria, se suspenderá la 

facultad al contador, auditor o revisor fiscal, que haya firmado la declaración, certificados o 

pruebas, según el caso, para firmar declaraciones tributarias y certificar los estados financieros 

y demás pruebas con destino a la administración tributaria, hasta por un año la primera vez; 

hasta por dos años la segunda vez y definitivamente en la tercera oportunidad. Esta sanción será 

impuesta mediante resolución por el Administrador de Impuestos respectivo y contra la misma 

procederá recurso de apelación ante el Subdirector General de Impuestos, el cual deberá ser 

interpuesto dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sanción (valor año base 

1992). ―Todo lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las sanciones disciplinarias a que 

haya lugar por parte de la Junta Central de Contadores. ―Para poder aplicar la sanción 

prevista en este artículo deberá cumplirse el procedimiento contemplado en el artículo siguiente. 

―Artículo 661. REQUERIMIENTO PREVIO AL CONTADOR O REVISOR FISCAL. El 

funcionamiento del conocimiento enviará un requerimiento al Contador o Revisor Fiscal 

respectivo, dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de la providencia, con el fin de que 

éste conteste los cargos correspondientes. Este requerimiento se enviará por correo a la 

dirección que el Contador hubiere informado, o en su defecto, a la dirección de empresa. ―El 

Contador o Revisor Fiscal dispondrá del término de un (1) mes para responder el requerimiento, 

aportar y solicitar pruebas. ―Una vez vencido el término anterior, si hubiere lugar a ello, se 

aplicará la sanción correspondiente. La providencia respectiva se notificará personalmente o 

por edicto y se comunicará a la Junta General de Contadores para los fines pertinentes. 

―Articulo 661-1. COMUNICACIÓN DE SANCIONES. Una vez en firme en la vía gubernativa 

las sanciones previstas en los artículos anteriores, la administración tributaria informará a las 

entidades financieras, a las Cámaras de Comercio y a las diferentes oficinas de impuestos del 

país, el nombre del contador y/o sociedad de contadores o firma de contadores o auditores 

objeto de dichas sanciones.” Para efectos fiscales o tributarios, el Código de Comercio no prima 

sobre la legislación tributaria. Es precisamente al revés. Por lo tanto, es vano el esfuerzo de 

varios contables de refugiarse en el artículo 207 del Código de Comercio y en las normas de 

auditoría o revisión de información financiera histórica. Es claro que hay una contabilidad 

financiera y otra tributaria, razón por la cual hay que hacer dos conciliaciones entre ellas. La 

auditoría del cumplimiento de las normas tributarias es un trabajo especial que debe hacerse con 

base en normas de aseguramiento tributarias o aplicando las ISAE. Recuérdese que en el informe 
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final de la Comisión de Expertos para la Equidad y la Competitividad Tributaria se lee: “(…) a. 

Creación de la figura del auditor tributario que remplace las responsabilidades que de manera 

genérica se atribuyen la revisoría fiscal, más aún si se adopta el esquema de tomar el propuesto 

impuesto sobre las utilidades comerciales y se precise en el ámbito de las NIIF, las 

responsabilidades legales ante la autoridad tributaria. Otra opción es adoptar el dictamen 

fiscal, como un mecanismo de control de la información tributaria y de la liquidación de los 

impuestos en los contribuyentes de mayor importancia, muy similar al que hoy en día se utilizan 

en países como México. (…)” 

Bogotá, julio 17 de 2025. 

https://comisionreformatributaria.wordpress.com/wp-content/uploads/2015/03/informe-final-de-la-comisiocc81n-versiocc81n-final2.pdf
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